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INTRODUCCIÓN
Esta presentación tiene por objeto aportar la experiencia acumulada durante una gestión de aproximadamente cuatro años en la conducción de la Subgerencia de Compras y Contrataciones del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI), a partir de descripción de los problemas organizacionales como condicionantes de la búsqueda de cambios y mejora de resultados y las alternativas elegidas para sortearlos. 
La gestión tiene su inicio en la intervención del Instituto, resuelta por el P.E.N. mediante el Decreto Nº 348 del 8 de julio de 2003. La Ley Nº 25.751, sancionada y promulgada el 19 de junio del mismo año, incorporó a la Ley de Creación Nº 19.032 la posibilidad de intervención del Instituto por el P.E.N. por un plazo de seis meses. La Ley 19032 había sido reformada por la Ley 25.615, sancionada por H.C.N. del 3 de julio de 2002 y promulgada con observaciones el día 22 del mismo mes. 
El hecho de la intervención no es menor para el caso que nos ocupa puesto que entre sus fundamentos se destacan los resultados de informes emitidos por la Auditoría General de la Nación en cuanto a contrataciones, a la falta de un manual de compras y contrataciones y a que el Instituto actúa en un mercado fuertemente cartelizado, contribuyendo al desarrollo de un escenario de corrupción estructural. 

El decreto de Intervención otorgaba plazos de ejecución de distintas tareas para la organización administrativa y funcional del Instituto, entre ellos 30 días corridos para adoptar un manual de compras y contrataciones. 

Asimismo como consecuencia de la intervención se suscribe un convenio de asistencia entre la Jefatura de Gabinete de Ministros y el Instituto por el cual la primera destinó un equipo de miembros de Cuerpo de Administradores Gubernamentales que se hicieron cargo de la conducción de la Gerencia de Administración, de la Subgerencia de Compras y Contrataciones, y de la Gerencia de Asuntos Jurídicos. 
El Decreto de Intervención imponía plazos perentorios para la solución de diversos problemas organizacionales del Instituto. El primer resultado obtenido por la actividad de los administradores gubernamentales fue la aprobación por la Resolución Nº 135/03-IN, el día 8 de agosto de 2003, es decir en el tiempo exigido, del Régimen de Contratación de Bienes, Servicios y Prestadores de Servicios Médico-Asistenciales y Sociales del Instituto. Las demás tareas encomendadas en el Decreto no se cumplieron en los plazos previstos y sólo algunas llegaron a tener un resultado parcial. 
Nuestro título es Gestión en Organizaciones Problemáticas ¿Qué entendemos por organización problemática? En primer lugar debemos distinguir la problemática mutante de las organizaciones que se someten a procesos de mejora continua y los problemas perennes de organizaciones que nunca alcanzan a resolverlos. Una organización problemática es la que no ha resuelto sus problemas o los avances para su solución son insuficientes, generando como consecuencia insatisfacciones en su interior y en su contexto, en sus usuarios y en sus proveedores. La persistencia de los problemas puede originar vulnerabilidad frente a comportamientos que se aparten de la ética y provocar cuestionamientos internos y externos. Es necesario apartar de este concepto a las organizaciones con fines ilegítimos o antiéticos y a las que, aún teniendo fines legítimos, planifican y/o ejecutan metodologías ilegítimas o antiéticas para alcanzarlos.
El punto de vista de este análisis es la Unidad (Subgerencia de Compras y Contrataciones), sus acciones y las relaciones con el contexto interno y el medio externo. Por ello podemos considerar dos planos. En el primer plano, que denominamos contexto interno, encontramos los problemas de la organización en conjunto. En el segundo plano que es la unidad  en sí encontramos el impacto de los problemas del contexto interno a los que es altamente sensible y los problemas que surgen por su actividad específica. 
Por lo anterior, y en el marco del análisis organizacional, definimos al Instituto en general y a su Subgerencia de Compras y Contrataciones en particular como organizaciones problemáticas, lo que de ninguna forma debe entenderse como peyorativo para sus miembros, que han sido perjudicados por una imagen institucional dañada por conducciones que se apartaron de  sus fines, o no acertaron las estrategias para alcanzarlos, y crearon las condiciones aptas para los comportamientos antiéticos. Se deben resaltar las conductas individuales del personal de la unidad que muestra un alto índice de dedicación, honestidad y sensibilidad para dar solución a las necesidades de los afiliados, 
Los problemas irresueltos aparecen cuando se requiere un cambio de imagen, cuando se focaliza la acción hacia el afiliado, tratando de beneficiarlo con mayores y mejores prestaciones y cuando los plazos para lograrlo se hacen perentorios frente a los tiempos que demandan las reformas estructurales. Esto es lo que ha sucedido desde aquella Intervención, que finalizó en el tiempo establecido, y durante la gestión presente iniciada en los primeros días de 2004.

Para que la presentación sea una contribución útil, la situación debe asimilarse a otras organizaciones, particularmente pertenecientes a la administración pública. Creemos que es así. La experiencia nos indica que los problemas observados son, con distintas gradaciones, extrapolables para cualquier otro organismo público. 
La exposición que sigue se ha dividido en tres partes: 1 El Organismo, 2 La Gestión,  3 Conclusiones de la Experiencia  y se agrega un anexo con cuadros de resultados con información demostrativa.
1 - El ORGANISMO
1.1 Marco estatutario

El Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados fue creado por la Ley 19.032, sancionada por el gobierno de facto de entonces el 13 de mayo de 1971, el artículo 2º de de la Ley establece, en su texto original, que “El Instituto tendrá por objeto principal la prestación, por sí o por intermedio de terceros, a los jubilados y pensionados del régimen nacional de previsión y a su grupo familiar primario, de servicios médicos asistenciales destinados al fomento, protección y recuperación de la salud” , en el artículo 3º extiende el objeto hacia otras prestaciones de carácter social. Establece que la conducción debe ser tripartita con un Directorio integrado por representantes del Estado Nacional, de los beneficiarios y de los aportantes activos a mediante la representación gremial.
En los 35 años de vida institucional del Instituto se han producido sucesivas enmiendas a la Ley de Creación, ya sea a través de normas específicas o normas generales como leyes de presupuesto, de obras sociales o de administración financiera. Asimismo la conducción tripartita del Estado Nacional, los beneficiarios y los aportantes ha sido esporádica. 

Las enmiendas, aunque hayan modificado o ampliado los adjetivos, no han producido variaciones sustantivas en cuanto al objeto de su existencia. Tuvieron tres ejes: la identidad institucional, la composición del Directorio y la formación de sus recursos. 

La última legislación específica fue la Ley Nº 25.615, con la modificaciónes producidas por la Ley 25.671 y el Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 2 del 6/01/2004. Entretanto se encuentra en trámite legislativo una nueva legislación estatutaria.

Los demás puntos salientes de la Ley 19032, actualizada respecto al motivo de esta exposición son los siguientes:

· Define al Instituto como “persona jurídica de derecho público no estatal, con individualidad financiera y administrativa”, le otorga intangibilidad a los recursos destinados al financiamiento de sus prestaciones e impide cualquier transferencia de sus funciones básicas. 

· Federaliza la conducción al darle marco legal a las Unidades de Gestión Local (antes Sucursales o Delegaciones Regionales) y a su conducción. 

· Establece un Directorio Ejecutivo Nacional con 11 miembros, 7 por los beneficiarios, 2 por los activos y 2 por el Estado, reservando para uno de éstos la Presidencia. Genera un mecanismo federal de elección de los representantes de los beneficiarios. Ello es modificado por el Decreto Nº 2/04 que concentra las funciones en un Órgano Ejecutivo de Gobierno formado por un Director y un Subdirector Ejecutivo, que es forma de conducción desde el 2/1/2004 hasta la fecha de la presente.

· Le otorga al Directorio total autonomía en la planificación de las actividades del Instituto, la administración de sus recursos, la disposición de sus bienes  y la política de recursos humanos.
· Otorga al Directorio facultades en materia de contrataciones: “Celebrar, como medida previa a cualquier contratación y dependiendo del monto, concurso de precios o licitación pública, Determinar cuáles deben ser los montos mínimos de las contrataciones, para que sea exigible la licitación pública para su adjudicación”.
· Establece la integración de los recursos con aportes principales a cargo de trabajadores activos y de los beneficiarios.

· La Ley incluye al Instituto en el sistema de obras sociales 
· Exime al Instituto de toda obligación fiscal con el Estado Nacional y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires.

· Somete al Instituto a la Jurisdicción Federal, pudiendo elegir la local como actor.

· Establece que el gasto operativo no puede superar el 8% de los recursos.

· La Ley 25.615 establece que la auditoría interna será ejercida por Sindicatura Colegiada dependiente del P.E.N. y la auditoría externa por la Auditoría General de la Nación, el Decreto 2/04 concentra esas funciones en un único Síndico, aclarando que “Las facultades de la SINDICATURA GENERAL del INSTITUTO, no implican limitación alguna a las facultades que poseen los organismos de control previstos en la Ley de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional”. 
· No se define la dependencia del Instituto pues sólo aparece una referencia cuando indica que la Sindicatura debe presentar un informe anual al Ministerio de Salud y a la Auditoría General de la Nación.
· Determina que el Instituto debe tener equilibrio financiero.

1.2 Los estigmas de la identidad

La condición de “Entidad Pública No Estatal” es en sí un problema, es el “ser o no ser”. Fundamentalmente estar comprendidos o no en las normas y procedimientos del Estado o cuál es la porción que se debe tomar. Las entidades públicas no estatales no están sometidas a la Ley de Procedimientos Administrativos y su control operacional y financiero ha merecido históricamente diferentes interpretaciones y tratamientos. Las modificaciones estatutarias a través de leyes generales conllevan a dudas en cuanto a su prevalencia. 
Las organizaciones públicas tienen por objeto cumplir con los preceptos de las normas de creación. Los fondos que financian al Instituto provienen de aportes coercitivos, sus usuarios son prácticamente cautivos. Ante sucesivos hechos de descontrol y corrupción, la legislación ha tratado de restringir el grado de autonomía.

El proceso decisorio se torna dificultoso en un marco con escasas referencias. La conducción tripartita colegiada ha ido fracasando en sus distintas etapas y ello ha obligado a recurrentes intervenciones. Si las primeras se excedieron en la lucha de intereses, las segundas lo hicieron en el ejercicio arbitrario del poder.  
Las alternativas elegidas para enfrentar la disyuntiva de ese “ser y no ser” ante las normas que rigen la actividad de las organizaciones públicas  han tenido dos extremos:
En un extremo la tercerización de la provisión de las prestaciones como forma eludir responsabilidades en cuanto al personal, las contrataciones y el control interno y simplificar el proceso de ejecución. 
La tercerización es válida y puede resultar beneficiosa si va acompañada de un sistema de estándares y normas de cumplimiento obligatorio, con una ecuación de costo-beneficio que indique su reditualidad y la asunción de responsabilidades propias de conducción, administración, planificación, evaluación y control (como se exige en la  Ley 25.615) y también la corresponsabilidad en cuanto a los riesgos de los beneficiarios. La tercerización exige una transformación de la estructura y la cultura organizacional. Los informes elaborados por la Auditoría General de la Nación demostraron que todo ello no ocurría.
En el otro extremo aparece el auxilio del control interno y externo como salvaguarda de la legitimidad de las decisiones. Toda organización requiere del control para conocer su eficacia, su eficiencia y el comportamiento de sus integrantes, pero no se planifica a través del control. 

En el control se repiten los problemas de identidad, del “ser o no ser”, al aceptar a los órganos de control de la administración pública, acostumbrados a sus pautas y procedimientos, por lo que a veces no distinguen las necesidades ejecutivas de una obra social.

Originalmente el Instituto estaba excluido del control del Tribunal de Cuentas de la Nación y de la Ley de Contabilidad, pero se encuentra comprendido en los alcances de la Ley Nº 24156 de Administración Financiera para el Sector Público Nacional, de acuerdo a su artículo 8º. Lo ratifica la Ley de Presupuesto para el Ejercicio 2002 que estableció que el Instituto se encuentra incluido en la Ley de Administración Financiera en cuanto a la aprobación de su presupuesto  anual por el P.E.N., las operaciones de crédito público, el control interno a cargo de la Sindicatura General de la Nación y las unidades de auditoría interna y el control externo a cargo de la Auditoría General de la Nación. En lo formal colisionan las funciones de la SIGEN con la Sindicatura única creada por el Decreto 2/04.
En 2004 fue creada la Unidad Fiscal especial para instrucción preliminar de delitos en el Instituto, con sede en oficinas del mismo. 

También desde 2004 se ha recurrido a la Oficina Anticorrupción, exigiendo a una extensa nómina de funcionarios la presentación de sus declaraciones juradas patrimoniales y también asesorando en prevención de la corrupción.
En otro orden el Instituto se ve sometido a demandas que se generan a través de los Defensores del Pueblo de la Nación, de la Ciudad de Buenos Aires y de la Tercera Edad. Son recurrentes las acciones de amparo judicial que se inician para obtener beneficios que en muchos casos corresponden a prestaciones no contempladas en el programa médico o social o de carácter experimental, a las cuales la justicia da curso, obligando al Instituto a otorgarlas en plazos perentorios. Conseguido el objetivo las cuestiones de fondo quedan sin resolver.
Al estar excluido de la Ley de Contabilidad no regían para el Instituto las Normas del Presupuesto General de la Administración y el Régimen de Contrataciones del Estado Nacional, establecidos en ese entonces por los Capítulos I y VI respectivamente de dicha legislación, sin que se fijaran normas de sustitución. No obstante la Ley de Presupuesto para el ejercicio 2001 impuso al Instituto la aplicación para sus compras y contrataciones del régimen aprobado por el Decreto Nº 436/00, hecho absurdo pues esa norma reglamentaba el capítulo VI de la Ley de Contabilidad, La Ley de Presupuesto para el ejercicio 2002 establece que deberá, en lo pertinente, encuadrarse dentro del Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional (Decreto Nº 1023 de fecha 13 de agosto de 2001). El Decreto Nº 486/02 que declaró la Emergencia Sanitaria, suspendió entre marzo y diciembre de 2002 la aplicación en el Instituto de los decretos 1023/01 y 436/00. 
1.3 La estructura organizacional
La estructura del Instituto ha tenido tradicionalmente dos ejes sustantivos: las prestaciones médicas y las prestaciones sociales, con áreas de apoyo en administración de recursos y asuntos jurídicos. Actualmente funciona una gerencia de gestión para cada área sustantiva y otra de Auditoría Prestacional, una de asuntos jurídicos y la administración de recursos está a cargo de otras cuatro: Administración, Económico-Financiera, Recursos Humanos y Tecnología y Planeamiento, dos gerencias atienden aspecto que pueden considerarse políticos, una su cargo de la Coordinación de las Unidades de Gestión Local y otra las Relaciones Institucionales y con los Beneficiarios, el cuadro gerencial se completa con la Secretaría Administrativa, que se ocupa de los aspectos formales de la gestión. Si bien todas las gerencias reportan a la Dirección Ejecutiva, existe una Coordinación Ejecutiva como estrato intermedio. La U.A.I. depende de la Dirección Ejecutiva. El proceso decisorio es vertical con participación de los responsables de las áreas vinculadas al asunto a resolver.

En épocas anteriores existieron unidades del máximo nivel dedicadas al planeamiento estratégico. La Gerencia de Tecnología y Planeamiento se dedica particularmente a los servicios informáticos y de comunicaciones, y su denominación se debe a algunas tareas de planeamiento de circuitos y sistemas administrativos. Como única arma de planificación aparece el presupuesto pero, como en la mayor parte de los organismos públicos, se carece de cultura presupuestaria para su formulación y ejecución. En el período se han logrado algunos avances sobre una cultura de presupuesto de caja. Los ingresos están vinculados a la macroeconomía nacional y los egresos a las demandas de los afiliados que son ascendentes, no se puede regular con menores prestaciones, por ello ha sido oportuna la creación de un fondo anticíclico.
La ley vigente establece un modelo federal donde además de exigir que el Director Ejecutivo de cada Unidad de Gestión Local cumpla determinadas condiciones y sea nombrado por concurso, establece las funciones de esas unidades como promotoras, planificadoras y ejecutoras de las acciones del Instituto en su jurisdicción geográfica, pero no hay referencia alguna respecto a la obtención y/o asignación de los recursos necesarios ni la capacidad de disposición de los mismos. Son 36 Unidades de Gestión Local (U.G.L.) que subsumen a las Delegaciones Regionales, que fue creando el Instituto para atender con mayor proximidad a los afiliados, pero también por razones de concertación política en cada jurisdicción, cuyos efectos se desea limitar a través de la forma de designación de sus Directores y las cualidades exigidas.  Las U.G.L de mayor tamaño o dispersión cuentan con unidades de atención de aproximación que, de acuerdo a su tamaño y funciones se llaman distritos, agencias o corresponsalías. Existen más de 600 bocas de atención en todo el país. Las U.G.L., a través de esas bocas de atención son las que afilian y atienden las necesidades de los beneficiarios. Su labor se centra en la contratación y control de las prestaciones asistenciales en el territorio a su cargo.  El Instituto posee como establecimientos propios dos policlínicos, ambos en la ciudad de Rosario, cinco residencias geriátricas en la ciudad de Buenos Aires y dos en la provincia de Santa Fe.
Los beneficiarios del Instituto están radicados en todo el país. El padrón al 30/06/07 incluye 3.483.037 afiliados de los cuales el 33,3 % se concentra en la Ciudad de Buenos Aires y sus partidos adyacentes del Área Metropolitana (5 U.G.L), el 18,6 % en el resto de la Provincia de Buenos Aires (6 U.G.L.), en Córdoba y Santa Fe el 19,7 % (4 U.G.L.), en Entre Ríos, Mendoza y Tucumán el 10,7% (4 U.G.L) y en el resto de las provincias el 17,7% (17 U.G.L). Si bien sigue una distribución a la de la población total del país según el Censo Nacional 2001, en las provincias menos pobladas la relación entre la cantidad de afiliados y el total de habitantes es mucho menor que la de las provincias más pobladas, pudiendo encontrar su razón en la incidencia del empleo público y la afiliación a las obras sociales provinciales. 
No ha existido históricamente en el Instituto una política de recursos humanos que fijara las condiciones de trabajo, el escalafón y las remuneraciones en concordancia con las labores, responsabilidades, aptitudes y actitudes que requiere cada puesto de trabajo. Nunca se ha realizado concurso alguno y la elección de quienes debían ocupar los puestos y acceder a distintas categorías ha sido arbitraria. Para la mayor parte de las funciones se han seleccionado o se han moldeado con el tiempo perfiles adecuados, pero no existe igualdad en la categorización y, por consiguiente, en la remuneración. El personal del Instituto está supeditado a la Ley de Contrato de Trabajo y recibe remuneraciones superiores a las de la Administración Pública Nacional, pero su pirámide es chata. La vía para el logro de mayores ingresos es la asignación de horas extras, uno de los temas candentes en el momento de la Intervención, por el desborde habido. Este recurso se utilizó para tareas de obra, talleres, mantenimiento, limpieza y cocina. El personal goza de licencias ordinarias similares a las de la APN, pero con mayores franquicias y licencias por enfermedad. El control de ingreso y egreso es por ficha-reloj. El premio al presentismo es la única valla para los abusos. No existe ni está prevista ninguna forma de evaluación del desempeño, hay alguna oferta de capacitación pero sin alicientes para aprovecharla. El personal tiene excesivas facilidades para solicitar y para resistir pases de área, el pase es la única alternativa que pueden utilizar los jefes para desprenderse de quienes no les resultan útiles.
La participación e influencia gremial es muy importante, con cinco entidades gremiales, entre ellas UPCN, ATE y UTERA, un desprendimiento de ATE originado que pretende extenderse a todo el personal del Estado. También aquí aparece la dicotomía del “ser o no ser”. La obra social del personal del Instituto es la del personal del Estado (Unión Personal).
Previa paritaria se aprobó en diciembre de 2005 el Sistema Escalafonario y Retributivo del Instituto. El escalafón se divide en cinco agrupamientos uno de ingreso y los otros con cuatro tramos cada uno de acuerdo a la complejidad de la tarea. El salario se determina por unidades retributivas, con básicas para agrupamiento y tramo y una serie de adicionales, teniendo en cuenta funciones de conducción, capacitación y situaciones preexistentes. Las descripciones funcionales para los distintos tramos son confusas, generan inequidades. Luego de un relevamiento se procedió al reencasillamiento por niveles para cada tramo que reconocen la antigüedad. Dio origen a numerosos reclamos, algunos aceptados y otros no. Su contribución al reordenamiento de los recursos humanos ha sido, por el momento, escasa.
Los continuos cambios políticos y los sucesivos cuestionamientos a la honestidad de las decisiones, han originado históricamente distancia y mutua desconfianza entre la conducción y el personal de planta no afiliado a la misma. Ello genera un desfasaje entre el tiempo político y el tiempo administrativo. Hay temor en entre los funcionarios ya que no han sido pocas las conducciones políticas que envolvieron al personal de planta en acciones cuestionadas, pero aquéllos se han ido y éstos tienen que arrastrar las consecuencias, incluyendo costos judiciales. Existe también temor en la conducción en cuanto a los intereses en juego. Se actúa sin prisa y se retrasan los procedimientos. 
Las comunicaciones son desordenadas con muchos circuitos informales, “radio pasillo” es medio habitual. En las U.G.L. se maneja  información fragmentada. En este aspecto se desaprovecha la Intranet que llega a casi todo el país, donde sólo se publica un Boletín con las resoluciones de la máxima autoridad.
2 - LA GESTIÓN
2.1 Subgerencia de Compras y Contrataciones

Según la última estructura formal del Instituto, aprobada por la Resolución Nº 576 de septiembre de 2001, la misión de la Subgerencia es “Intervenir en toda tramitación de compra y/o contratación de servicios de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de Compras y Contrataciones vigente”. Depende la Gerencia de Administración. 
De acuerdo a sus funciones reales la Subgerencia de Compras y Contrataciones es responsable de la ejecución de las compras y contrataciones de bienes y servicios que realiza el Nivel Central del INSTITUTO y aquéllas que derivan las Unidades de Gestión Local. 

Las U.G.L. también realizan compras y contrataciones de bienes y servicios. Según la cantidad de afiliados las pueden realizar para uso operativo por un monto límite cuya escala va de $ 5.000 (hasta 10.000 afiliados) a $ 30.000 (más de 200.000 afiliados). Asimismo pueden realizar compras de insumos médicos mediante partidas especiales que habilita la Gerencia de Prestaciones Médicas para atender casos de urgencia y se ha establecido un procedimiento especial para abastecimiento de pañales descartables.  No hay relación funcional entre la unidad de compras del Nivel Central y las de la U.G.L.

Las contrataciones de prestaciones médicas y sociales, que constituyen las mayores erogaciones, no son realizadas ni se controlan a través de la Subgerencia.
El ciclo que atiende la Subgerencia es la inscripción de los proveedores en el Registro que administra, preparación de pliegos, fijación del encuadre de cada contratación, autorización, la publicación de los llamados y/o invitación a presentar ofertas, recepción y apertura de ofertas, adjudicación, emisión de la orden de compra, recepción definitiva de bienes y servicios de uso operativo (la recepción definitiva de insumos médicos la realiza la Subgerencia de Insumos Médicos) y aplicación de sanciones por incumplimiento contractual. Se realizan en el área los trámites de importación de productos adquiridos en condición CIF o FOB y la compra de medicamentos que no se comercializan en el país. 
A pesar de no contemplarse explícitamente entre las acciones  en la Resolución Nº 576/01 la Subgerencia es responsable  del almacenamiento y distribución de insumos de oficina y computación para el nivel central y administra la imprenta del INSTITUTO. Estas funciones son históricas, pues las compras estaban asociadas al abastecimiento interno. Ambas actividades han sido consideradas como incompatibles con las funciones propias de la Subgerencia por la Unidad de Auditoría Interna del Instituto, criterio coincidente con la conducción del área, sin embargo no prosperó la separación solicitada.
A partir de su última estructura formal la Subgerencia concentró las funciones de compras y contrataciones que le eran propias (bienes de uso, insumos de oficina que administraba, servicios de conservación y mantenimiento de bienes y algunas contrataciones puntuales vinculadas), las compras de materiales que realizaba la Subgerencia de Recursos Físicos para trabajos en inmuebles y en sus talleres y las compras de insumos médicos que realizaba la Subgerencia de Insumos Médicos. Más allá de las fallas de control interno que ello significaba se utilizaban distintos procedimientos.
Al tomar la conducción de la Subgerencia (julio de 2003) la organización interna seguía los mismos lineamientos, se había realizado una división de trabajo por producto, en la cual cuatro grupos de trabajo realizaban la misma tarea: preparación de pliegos, publicación y/o pedidos de cotización, apertura de ofertas y emisión de órdenes de compra de acuerdo a su incumbencia. 
· Compras no programadas de insumos médicos: Atendía los requerimientos de la Subgerencia de Insumos Médicos para la atención de necesidades individuales de los afiliados. 
· Compras de bienes: Compra de bienes comunes de uso y consumo  (oficina, computación, repuestos, etc.)  y se ocupaba de la distribución de útiles de oficina y computación. 
· Compra de materiales para obras: Materiales para realización de obras y reparación de edificios, materiales para talleres de carpintería y otros.
· Contratación de servicios: Servicios de conservación y mantenimiento de bienes muebles e inmuebles, comunicaciones y transmisión de datos, entre otros.
La Subgerencia depende de la Gerencia de Administración, de la cual también dependían las Subgerencias de Recursos Físicos, de Informática y Comunicaciones y de Insumos Médicos, con lo cual la Gerencia era quien absorbía el 95% de las compras y contrataciones que realizaba y sobre las cuales también decidía. Hubo modificaciones inmediatas y quedaron en la Gerencia de Administración solamente las Subgerencias de Compras y Contrataciones y de Recursos Físicos.

Asimismo dependían de la Subgerencia con otros tres grupos
· Registro de proveedores y vencimiento contractual: Responsable de la inscripción de los proveedores del Instituto, su clasificación por rubro y de verificar la documentación relativa al cumplimiento de los contratos. El Registro preparaba los listados para invitar a proveedores inscriptos a presentar oferta. Como la invitación se enviaba por fax el número de invitados resultaba limitado.
· Gestión de importación: De las contrataciones de insumos importados y la adquisición de medicamentos específicos que no se comercializan en el país 
· Imprenta: Impresión de los distintos formularios que se utilizan en todas las unidades del Instituto para tramitación interna y de los afiliados y  de material de difusión. 
· Además funcionaban en el área la Comisión Evaluadora y la Comisión de Recepción  Definitiva.

A partir de la Resolución Nº 243 del 17/9/03 la Subgerencia de Compras y Contrataciones tiene a su cargo las acciones vinculadas a la adquisición, emisión y fiscalización de los pasajes aéreos destinados a los funcionarios y beneficiarios del Instituto, contratación de vuelos sanitarios y control de facturación de las empresas transportadoras.
La formalización de los grupos generó niveles relacionados con una arbitraria asignación de categorías a sus conductores más que con las tareas y responsabilidades. 

En cuanto a los procedimientos empleados se aplicaban las normas de contrataciones del Estado Nacional, determinadas en los Decretos Nº 1023/01 y Nº 436/00,  Por el monto de las contrataciones el procedimiento más utilizado era la contratación directa, en particular el trámite simplificado (hasta $ 10.000,00) en las compras de insumos médicos. 
2.2 Los cambios

El primer cambio fue el del estilo de conducción con una participación activa del responsable de la unidad en todas las actividades, trabajando a la par de todo el personal, asistiendo y capacitando, muy distinto al de las conducciones anteriores. 

A lo anterior se sumó la gestión grupal del equipo de seis administradores gubernamentales, conformado por el Gerente, el Subgerente y cuatro asesores (tres en la gerencia y uno en la Subgerencia). Esta gestión permitió dividir tareas para atender las prioridades políticas, además la Gerencia se encargó de licitaciones que se desarrollaron a través del PNUD. y de la formación de las comisiones evaluadoras. Se aplicó la racionalidad del administrador gubernamental como interfase entre lo político y lo técnico.
A partir de su sanción se pusieron en vigencia para las compras del Nivel Central las normas del nuevo Régimen de Contrataciones del Instituto, mejorando la eficacia y eficiencia de los procedimientos  tanto para las licitaciones públicas como privada y, en particular, por la aplicación del trámite simplificado que permite atender con mayor celeridad las compras por montos menores a $ 30.000 y las que están vinculadas a riesgos a la salud o la vida de los afiliados. El Régimen se atiene a los lineamientos del fijado por el Decreto Nº 1023/01, adaptando normas del Decreto Nº 436/01 a las necesidades operativas del Instituto y la no vigencia en el mismo de la Ley de Procedimientos Ádministrativos. 
Asimismo se puso en marcha un nuevo ordenamiento interno donde las compras y contrataciones se dividen en dos grandes rubros, cada uno de ellos a cargo de un grupo de trabajo:
· Bienes y Servicios para uso operativo del Instituto

· Insumos Médicos para la atención de los afiliados

Las características laborales en ambos grupos son diferentes, pues los trámites simplificados para la compra de insumos médicos por expedientes individuales responde a una operativa estandarizada, con un pliego general de bases y condiciones particulares, mientras que en el caso de los bienes y servicios cada licitación o trámite simplificado requiere un análisis diferenciado con preparación de pliegos para cada caso. El mismo tratamiento requieren las licitaciones públicas para la provisión consolidada de insumos médicos. Ambos grupos se vieron sometidos a fuerte presión por las demandas, en el caso de bienes y servicios por la diversidad de temas y en el de Insumos Médicos por la incorporación de las compras consolidadas ya que, pese a ello, no hubo disminución en los trámites individuales, debido a la aparición continua de nuevas tecnologías y demandas que generaron excepciones.
La apertura de ofertas, preparación de actas y cuadros comparativos se concentraron en un tercer grupo, a los efectos de separar intereses y unificar el procedimiento. Las demás unidades mantuvieron su independencia.

Con el nuevo esquema se repartieron mejor las cargas de trabajo, ya que por el anterior la actividad de cada grupo dependía de sus demandas, muy desparejas, y eran poco proclives a la ayuda mutua. Ello permitió acelerar los procesos de compra. Aunque se respetaron las categorías escalafonarias y las aptitudes del personal, al principio se registró alguna resistencia al cambio en sectores internos que paulatinamente fue aceptado. Generaron incluso presentaciones de los gremios que recibieron de buen grado las explicaciones recibidas. 
Cambios hacia la transparencia:

· Publicación en Internet de todos los llamados cualquiera sea el procedimiento de selección, adjuntando los pliegos y circulares aclaratorias para que puedan ser bajados directamente a los efectos de la consulta y presentación de ofertas.

· Estricto cumplimiento de las publicaciones en el Boletín Oficial y publicación en los diarios de mayor circulación de los llamados importantes.

· Cambio en la modalidad de invitación vía fax por el correo electrónico que permite llegar al universo de los proveedores reconocidos, quedando la modalidad fax y teléfono como alternativa para casos de urgencias.

· Incorporación a la página web del Instituto del calendario de apertura de ofertas, las actas de apertura y las órdenes de compra emitidas.
· Confección de un programa para la emisión de los grupos de proveedores a invitar, catalogados por rubro y subrubro.

· Depuración del padrón de proveedores, corrigiendo errores de carga y actualizando datos.
· Suspensión de la modalidad de compra con pago anticipado a Proveedores.
· Confección electrónica mediante un aplicativo del ”Acta de Apertura/Cuadro Comparativo” con acumulación de los datos.

La gestión grupal finalizó en mayo de 2004 y sólo quedaron los administradores gubernamentales con funciones en la Subgerencia. Con la nueva gestión, a cargo de un funcionario de la planta del Instituto, cambió el tipo de conducción en la Gerencia, ya que careció de equipo técnico y sólo quedó a cargo de las comisiones evaluadoras La Subgerencia tuvo que hacerse responsable de todas las contrataciones incluyendo los temas incluidos en el convenio con el PNUD, que se rescindió. La diferencia de formación, experiencia y racionalidad condujo a desacuerdos formales pero no en cuanto al cumplimiento de los objetivos.
2.3 El desafío productivo

Desde el comienzo de la gestión se fueron recibiendo demandas crecientes cuyo origen era la voluntad de la conducción política de otorgar mayores beneficios a los afiliados y modificar la dañada imagen institucional, demandas que tuvieron que atenderse sin perjuicio de las compras y contrataciones habituales. Los ejes de esas demandas, a cuya satisfacción se contribuyó, son:

· Eliminación de la tercerización entre el Instituto y sus prestadores 
Se tuvo alguna participación en los debates iniciales sobre las formas de contratación de prestadores de servicios médico-asistenciales para reemplazar los gerenciamientos, incluso la confección de pliegos, luego se le dio otro giro interno al tema. No obstante la aplicación del nuevo modelo incidió en una mayor demanda de insumos médicos para uso quirúrgico.

· Eliminación los contratos capitados de provisión de insumos médicos.

Por el sistema de contratación capitado las prótesis de uso quirúrgico, la oxigenoterapia domiciliaria y los audífonos para la atención de los beneficiarios se obtenían mediante el pago de una suma fija por cada beneficiario cubierto a un proveedor o unión de proveedores. Es el más simple de implementar porque se traslada el problema de la organización a los proveedores a cambio de un arancel por beneficiario, si no existen adecuados sistemas de control prestacional y de costos da lugar a la subprestación y a beneficios extraordinarios. Se idearon  sistemas de contratación por el cual el Instituto paga por el insumo médico realmente provisto por un proveedor a un beneficiario, que se extendieron a nuevas prestaciones como la provisión de ortesis. 
· Centralización de compras consolidadas de insumos médicos

Además de las anteriores se requieren sillas de ruedas, camas ortopédicas, bastones, muletas, andadores, colchones antiescara, elementos con demanda permanentemente insatisfecha. Se prosiguió con la importación de marcapasos, cardiodefibriladores implantables y vacuna antigripal. Se centralizó la provisión y distribución de bolsas de ostomía mediante su importación, ideando una forma de contratación que permitió sensibles ahorros y satisfacción inmediata de las necesidades de los usuarios.
· Renovación del sistema informático y de comunicaciones
El parque informático era insuficiente y obsoleto por lo que se decidió su renovación, requiriendo la contratación de un sistema de transmisión de datos, el hardware y software necesarios, la compra de equipamiento de escritorio y las obras de adaptación de los edificios
· Refuerzo de las prestaciones propias

Ante un parque antiguo se realizó la compra de ambulancias, vehículos para la atención domiciliaria, equipamiento de comunicaciones, insumos y mobiliario para las guardias. Sistema de seguimiento satelital.
Ante situaciones de servicios y equipamiento que ponían en peligro la continuidad prestacional de los Policlínicos PAMI I y PAMI II sitos en la ciudad de Rosario se realizaron contrataciones de servicios, provisión de insumos  y compra de equipamiento para los. También en este caso se idearon sistemas de contratación por uso real en reemplazo de contratos similares a los capitados que estipulaban un pago fijo mensual.
· Adecuación, mejoramiento, conservación, mantenimiento y custodia de edificios
La necesidad de reconstruir el parque edilicio obligó a generar modelos de contratación para locación de obra, adquisición de mobiliario, servicios de vigilancia y limpieza, la mayor parte de los cuales se ejecutaban con personal específico y/o con el auxilio de personal de otras áreas, mediante el pago de horas extra.  También se realizó una licitación de seguros patrimoniales, cuyas pólizas eran renovaciones desactualizadas de antigua data y por primera vez la contratación de una Asegura de Riesgos de Trabajo, mediante el mismo procedimiento.
En el cuadro Nº 1 del Anexo se puede observar la evolución anual de las demandas divididas en Bienes y Servicios Operativos e Insumos Médicos para los Afiliados, a través de las aperturas de ofertas para los distintos procedimientos de contratación. Las normas del nuevo Régimen de Compras se aplicaron a partir de  las aperturas realizadas el 1º de septiembre de 2003, por lo que hasta esa fecha rigió el Régimen de Contrataciones del Estado (Dec. 486/00). Para el año 2007 se toma el período de gestión finalizado el 21 de mayo de 2007. En el cuadro Nº 2 se representa la misma evolución a partir de las órdenes de compra emitidas en cada ejercicio y el monto global de las mismas, se agrega la información correspondiente al año 2002 que, si bien es un año atípico por los cambios económicos, indica el volumen anterior. Estas órdenes de compra corresponden a contrataciones finalizadas en el período e incluyen las emitidas por continuidad de servicios y prórrogas o incrementos de las contrataciones.
2.4. Impacto del contexto 

Las dificultades originadas en el contexto institucional  se han mantenido a lo largo de toda la gestión y se pueden sintetizar en:
· Escasez de personal y además se fueron produciendo bajas y largas ausencias por enfermedad (incluyendo stress laboral) y por un programa de actualización de licencias ordinarias pendientes, Las incorporaciones fueron pocas y la mayoría efímeras. No se encontraron dentro del Instituto personas adecuadas a los perfiles requeridos. El único refuerzo logrado fueron pasantes de la Facultad de Ciencias Económicas de la U.B.A., cuyo número osciló de 5 a 10. En el cuadro 3 del Anexo se describen los estados inicial y final de la planta.
· La permanente postergación de la formulación de la estructura organizativa que permita definir claramente las funciones de la Unidad, separar las que le son incompatibles y un ordenamiento interno adecuado a la responsabilidad y exigencias laborales de cada sector.
· La suspensión del pago por funciones de conducción hasta tanto se estableciera una nueva estructura organizativa, por la que perdieron la asignación jefes de los grupos de trabajo, aunque siguieron desempeñándose con su habitual dedicación.
· La falta de vocación para la preparación de planes y programas de compra por las áreas técnicas, incluso el control de stocks de insumos médicos almacenados que obliga a compras urgentes, e impide la generación de un plan anual de compras y contrataciones que, a su vez debe tener origen en una planificación estratégica y presupuestaria aún imperceptible.
· Algunas áreas no sienten su responsabilidad en el ciclo de compras y contrataciones y convierten a la Subgerencia en responsable de la elaboración de pliegos técnicos. Ello obliga a la búsqueda permanente de antecedentes, normas y especificaciones de productos y servicios. Asimismo se debe controlar si las especificaciones elaboradas por las áreas técnicas no alteren las condiciones de transparencia y libre competencia.
· Burocratización y lentitud en los procedimientos.
· Pese a los nuevos modelos de atención de las demandas de diversos insumos médicos y al abastecimiento mediante proveedores designados o compras para stock, aun es excesiva la cantidad de actuaciones para la provisión de casos individuales, que tiene su origen en

· La permanente innovación tecnológica

· Las exigencias de los profesionales a cargo de la atención de los afiliados

· Recurrencia de reclamos ante el Poder Judicial y las Defensorías del Pueblo.
· Deficiencias en la evaluación de las licitaciones por las comisiones evaluadoras que se designan para cada caso, distintos funcionarios van rotando en las tareas y se originan dictámenes disímiles debido a las distintas experiencias, obligando a un control estricto y revisión de los informes, que recae en la Subgerencia, antes de adoptarse las decisiones de cada caso.
· La falta de capacitación de los responsables de compras en las Unidades de Gestión Local que obliga, por un lado, a permanente asesoramiento y, por otro, intervenir en situaciones donde no se han respetado las normas de procedimiento. 
· La dificultad de los órganos de control para entender que a los procedimientos de compras de una obra social con permanentes urgencias no se le puede aplicar los mismos criterios de evaluación que a los de la Administración Pública. Se realizaron críticas distorsivas sobre la cantidad de compras por trámite simplificado cuando el procedimiento se aplicó en el 95% de los casos a atender urgencias vinculadas a la salud y vida de los afiliados y que además dicho procedimiento se ejecuta de acuerdo a las normas establecidas, con total transparencia, cumplen con los rituales de cualquier licitación y el 80% de los son por montos inferiores a $ 10.000,00.
2.5 Los objetivos y realidades de la gestión
Tal como está escrito en las normas y los manuales de procedimiento, cuando se asume la conducción de una unidad pública de compras y contrataciones se plantea como objetivos asegurar la libre competencia, transparencia, eficacia y eficiencia. 

La unidad de contrataciones es el último eslabón de la cadena procedimental y se ve sometida a la presión de resolver las actuaciones pero debe disipar las dudas que las mismas deparan respecto a sus objetivos.  
Las compras y contrataciones son transacciones entre partes y los manuales están dictados por una, el comprador. Pero está la otra parte que es el vendedor y el mercado en el cual está inserto, que no siempre persigue los mismos objetivos.

El vendedor no tiene los mismos códigos y puede influir a su favor en la gestión de una contratación mediante el soborno, el lobby y la publicidad en sus distintas formas, Esa influencia puede ser denunciada y sancionada, pero muchas veces es imperceptible o se manifiesta en niveles no accesibles al comprador. 
El Régimen de Compras y Contrataciones del Instituto ha minimizado la posibilidad de los oferentes para interrumpir los procesos mediante impugnaciones que, la mayor parte de las veces, tienen por objeto desviar la atención hacia sus intereses descalificando a sus competidores. 
Por su tamaño y presupuesto se estima que el Instituto tiene poder de compra suficiente como para obtener las mejores condiciones en sus contrataciones. Este poder de compra se encontraba parcialmente esterilizado con la recurrente morosidad en los procedimientos de pago, sumada a la consolidación de deuda anterior, lo que generó desconfianza en los oferentes, que se sumaba a la falta de transparencia de los procesos y uso de los bienes y servicios contratados. Esto se da principalmente en la compra y contratación de bienes y servicios donde el Instituto no representa un componente importante del mercado, como los vinculados a la construcción y mantenimiento de edificios, elementos de oficina y otros. Existen también rubros donde el Instituto interesa como “vidriera” como el caso de los sistemas informáticos y de comunicaciones, donde se pudieron abrir interesantes juegos de competencia. 

Para cumplir con los objetivos se fue recuperando confianza perdida, a lo que en parte ayudó la situación económica, mediante las medidas de difusión señaladas más arriba y un trato respetuoso y cordial que, al mismo tiempo, no ofreció ningún tipo de resquicio para ofrecimientos antiéticos, y respondió a situaciones puntuales..
Así se fue logrando un incremento gradual de oferentes en los distintos rubros y año tras año se fue incrementando la cantidad de proveedores.  
Un caso particular es el mercado para la adquisición de insumos médicos Por la cantidad y edad de sus afiliados, el Instituto tiene gran capacidad de intervención. El mercado de oferta tiene características peculiares que va determinando el avance tecnológico. Asimismo es limitada la cantidad de oferentes que están en condiciones de ofrecer las cantidades necesarias de productos para satisfacer las demandas totales del Instituto.  La publicidad y el lobby se realizan a través de los profesionales y las instituciones médicas. Se requiere una gran capacidad técnico-científica para que los profesionales se adecuen a los productos que adquiere la obra social. Ello se hace más difícil cuando se debe convencer al beneficiario o su familiar que no se puede acceder a la prescripción. 
En este mercado Instituto funciona como un comprador monopsómico u oligosópmico, también se encuentra ante oferentes monopólicos u oligopólicos que se cartelizan fácilmente o simulan competencia. El monopolio y el monopsomio son los extremos que facilitan la corrupción. En el primer caso por la dependencia del comprador respecto del vendedor, en particular cuando el producto o servicio le es imprescindible, y en el segundo por la viceversa. Cerca de los extremos están los oligopolios y los oligopsomios. 
Deben agotarse todas las alternativas para romper los monopolios y ante la imposibilidad de hacerlo o la conveniencia de utilizarlos el camino es la negociación y no la licitación. La negociación no es herética si se demuestra que es el único camino, todos sus pasos están testificados y se han avalado los precios y las calidades de la oferta. Ante la imposibilidad de romper la condición monopólica del mercado farmacéutico las autoridades del Instituto procedieron a la negociación. Otros monopolios se rompieron desde los niveles operativos mediante la modificación de las condiciones de la contratación
Si se asume el papel de comprador oligpsómico deben exponerse abiertamente las reglas de juego incluyendo los precios máximos a pagar, generando además la posibilidad de beneficiar a distintos actores del mercado. Así se procedió en los casos de prótesis para cirugía traumatológica, audífonos y oxigenoterapia domiciliaria. Asimismo se denunciaron los casos de posible cartelización o simulación de la competencia.
En ese mercado y en otros servicios se da otra relación asimétrica, con una combinación de monopsomio y monopolio se presenta cuando hay una dependencia entre las partes debido a que el proveedor centra su actividad y sus inversiones en el contrato celebrado que es la base de su sustentabilidad. El cese de la contratación significa el cese de sus actividades. Ante una falta de otras oportunidades el contratante se convierte en monopsómico, por lo que el proveedor buscará todas las alternativas para que las condiciones de la renovación mediante a un nuevo llamado le generen una situación monopólica en su favor, ya sea mediante condiciones que lo hagan exclusivo, o simplemente manteniendo las existentes donde tiene ventajas por el conocimiento y las inversiones realizadas. No es perjudicial si la prestación tiene una ecuación beneficio-costo  aceptable, pero sí lo es cuando es posible su mejora y se trata de impedirla. También puede ocurrir que en algún momento el proveedor trate de mantener su posición en condición de dumping. Su aceptación pone a las instituciones públicas ante riesgos, por un lado perder calidad en la prestación y por otro  infligir normas de competencia. Otra alternativa que eligen los proveedores para mantener su negocio es buscar que se realicen contrataciones innecesarias.
Para que sus objetivos se cumplan las oficinas de compras de las instituciones públicas que son grandes proveedores deben tener en cuenta a la otra parte, el vendedor, que tiene sus propias necesidades y sus propios códigos. Es necesario que la relación contractual sea sustentable para ambas partes y admita una mejora continua y para ello es necesario tener un profundo conocimiento de los mercados de los productos y servicios que requiere, sus actores, los niveles de calidad existentes, sus costos. 
4 - CONCLUSIONES DE LA EXPERIENCIA
Se cumplió un ciclo en un organismo que debía recomponer su imagen ante la sociedad, por lo que era necesario que el sistema de compras y contrataciones funcionara con total transparencia, pero además necesitaba concurrir a él en forma inmediata para atender necesidades de los afiliados y fortalecer su estructura operativa, no había tiempo para resolver los problemas organizacionales, era necesario apagar incendios y la planificación fue de bombero. No obstante se ha podido contribuir satisfactoriamente a esos objetivos. Los bienes y servicios se obtuvieron y el Instituto, que anteriormente tenía permanencia en los medios por sucesivos casos de corrupción, en esta etapa esa imagen desapareció y la tuvo principalmente por la publicación de sus llamados a licitación, junto a los llamados para inscripción de prestadores asistenciales producidos desde otras áreas. No hubo denuncia alguna por corrupción en las compras y contrataciones y algunos fracasos se debieron a inexperiencia propia o a carencias en las unidades técnicas.
En los cuadros 4 y 5 se resumen los resultados alcanzados a través de las principales contrataciones. 

Como resultados económicos más importantes de la gestión se pueden mencionar:

· El ahorro logrado en la provisión de prótesis para cirugía traumatológica, cardiológico y oftalmológica que se venían adquiriendo por contratos capitados desde 1998, finalizando en un escándalo por corrupción el celebrado en el 2002, luego de una licitación de dudosa transparencia.  Se establecieron contrataciones que permitieron la participación en libre competencia de importadores directos y fabricantes, con una reducción final de costos totales y prestación total con atención de todas las demandas.(Cuadro 6). La forma de contratación se extendió luego a otras prestaciones.
· La provisión de audífonos con una reducción constante de costos, libre competencia y concurrencia simultánea de distintos proveedores.

· La reducción de precios en un 50% de cardiodesfibriladores implantables mediante la destrucción de un sistema oligopólico.

· Los compra consolidada de elementos ostomía, mediante la importación en condición de CIF y la distribución domiciliaria, permitiendo un ahorro del 50% sobre los precios en plaza que pagaban las U.G.L. a los mismos proveedores. 

Con modificación de procesos y mejor aprovechamiento de los recursos humanos se logró que una misma estructura pudiera incrementar en más del 100% su eficacia. Pese a la satisfacción de los resultados el modelo se agota. Se ha dejado una base de transparencia, libre competencia, eficacia y eficiencia. Ahora la institución debe atacar sus problemas irresueltos para que se mantengan y aun superen los niveles alcanzados. 

Las contrataciones requieren mejora continua, se le ha dado la importancia que merece al proceso ex ante para adjudicar los contratos, es necesario que se le de la misma importancia a la evaluación ex post de resultados. No obstante ahora existe un conjunto de pliegos tipo para las compras y contrataciones similares.

Faltan completar los caminos que el hacer no permitieron al pensar. Revisión de la normativa en función de la experiencia, manuales de procedimientos y capacitación para todos los niveles, desarrollo del sistema de proveedores, compra electrónica. 

El modelo federal planteado por la legislación es la mejor alternativa para ir en búsqueda de niveles de eficacia y eficiencia crecientes, a través de normas y estándares de productividad y calidad que permitan medir “competitividad” entre las distintas unidades, teniendo en cuenta los factores locales incidentes. Para ello el Nivel Central debe tener como función primaria la planificación general, normatización,  supervisión y control de cada una de las actividades, función que se ejerce sólo en parte pues su función real es mayoritariamente operativa. Es un inconveniente la extensión del sistema periférico, por lo que deberían analizarse alternativas de fusión o niveles regionales intermedios.
Es imperativo generar normas generales de aplicación para los entes públicos no estatales, en particular frente a su condición jurídica pues fluctúan entre el derecho público y el derecho privado, y a su control público y social. La referencia específica a la aplicación del sistema de control público sobre el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados en leyes como algunas de presupuesto (2001, 2002 y 2004) es un indicador de vacíos de carácter general.
Una faz interesante fue el trabajo con los pasantes, estudiantes de la Facultad de Ciencias Económicas de la U.B.A., iniciadas en julio de 2004, a quienes se trató de brindar oportunidad de realizar una experiencia laboral y, al mismo tiempo, capacitarse. Trabajaron en equipo, en el área de la Subgerencia, asistieron a todos los sectores. Como la duración de las pasantías depende de otras oportunidades laborales (todos son excelentes alumnos) el equipo fue rotando pero la capacidad y el conocimiento se mantuvo constante. Atendieron las mayores urgencias y se logró una excelente integración dentro del área y en el equipo. De su propia preocupación surgió el seguimiento de órdenes de compra no cumplidas para la provisión de insumos médicos, que a fines de 2004 eran cerca del 30% y se redujeron paulatinamente hasta alcanzar un 10%, la mayor parte de ellas por causas no atribuibles al proveedor. El seguimiento se hizo mediante comunicaciones vía telefónica, fax y e-mail, llegándose a la intimación epistolar en caso de no recibirse respuesta a través de las otras vías. Confeccionaron pliegos de licitación, participaron en la apertura de ofertas, depuraron el registro de proveedores, ordenaron el sistema de control de útiles y controlaron la recepción de facturas entre otras actividades.
ANEXO - CUADROS DE RESULTADOS
	BIENES Y SERVICIOS

	Año
	Licitación Pública
	Licitación Privada
	Trámite Simplificado

	2003* 
	
	7
	84

	2003
	5
	
	29

	2004
	21
	
	117

	2005
	48
	1
	119

	2006
	64
	5
	88

	May-07
	18
	2
	22

	INSUMOS MÉDICOS

	Año
	Licitación  Pública
	Licitación Privada
	Trámite Simplificado

	2003*
	
	
	1

	2003
	8
	1
	563

	2004
	2
	
	2327

	2005
	19
	3
	2374

	2006
	14
	3
	2474

	May-07
	13
	
	1090


Cuadro Nº 1 – Procedimientos de Contratación
*Bajo el Régimen del Decreto Nº 436/00 los trámites simplificados incluyen las contrataciones directas y no se registraban los trámites de compra de insumos médicos para los afiliados.

Cuadro Nº 2 – Volumen de Operaciones
	BIENES Y SERVICIOS

	AÑO
	COMPRAS EN PESOS
	COMPRAS EN U$S

(FOB O CIF)
	TOTAL

($ 3,10/U$S)

	
	Órdenes de Compra
	Monto Total

$
	Órdenes  de Compra
	Monto Total

u$s
	Monto Total

$

	2002
	250
	13.771.865
	
	
	13.771.865

	2003
	248
	11.049.860
	
	
	11.049.860

	2004
	231
	7.743.490
	
	
	7.743.490

	2005
	245
	14.304.193
	
	
	14.304.193

	2006
	266
	24.340.486
	1
	210.730
	24.993.749

	2007
	75
	14.827.860
	
	
	14.827.860

	INSUMOS MÉDICOS

	AÑO
	COMPRAS EN PESOS
	COMPRAS EN U$S

(FOB O CIF)
	TOTAL

($ 3,10/U$S)

	
	Órdenes de Compra
	Monto Total

$
	Órdenes  de Compra
	Monto Total

u$s
	Monto Total

$

	2002
	874
	13.745.655
	18
	8.446.512
	39.929.842

	2003
	956
	50.797.583
	13
	7.321.085
	73.492.947

	2004
	1890
	69.617.799
	32
	4.868.036
	84.708.711

	2005
	3280
	64.684.127
	14
	9.103.800
	92.905.907

	2006
	3872
	94.084.729
	14
	15.088.661
	140.859.578

	May-2007
	1492
	33.376.617
	13
	6.035.321
	52.086.112


Para los años 2002 a 2005 los montos en $ de insumos médicos incluyen el pago del contrato capitado para la provisión de prótesis quirúrgicas por montos anuales respectivos de  $ 6.417.933 (2 meses), $ 42.068.304, $ 50.010.673 y $  2.070.898,87 (saldo remanente). Exigía la emisión de una única orden de compra mensual con un único renglón, el sistema de reemplazo multiplicó las órdenes de compra y los renglones.
Cuadro 3 – Evolución de la planta de personal de la Subgerencia de Compras y Contrataciones
	
	Subgerencia y Coordinación
	Bienes y Servicios
	Insumos Médicos
	Apertura de Licitaciones
	Registro de Proveedores
	Importación
	Útiles
	Pasajes
	Imprenta 
	TOTAL

	Septiembre 03 (1)
	6 (2)
	6
	8
	4
	5
	3
	5
	4
	14
	52

	Mayo 07
	6 (3)
	4
	8
	3
	5
	3
	2
	3
	8 (4)
	42

	Pasantes Mayo 07
	6
	
	3
	
	
	
	
	
	
	9

	Graduados Final
	1
	1
	1
	1
	-
	1
	-
	-
	-
	5


(1) Se toma la fecha de redistribución

(2) No incluye al Subgerente Administrador Gubernamental
(3) No incluye al Subgerente ni Asesor, Administradores Gubernamentales
(4) La imprenta quedó reducida a una producción mínima por enfermedad y jubilación del personal 
Cuadro Nº 4 -Adquisición  de Insumos Médicos Mediante Licitaciones Públicas
Periodo julio 03-mayo 2007

	ELEMENTOS
	2004
	2005
	2006
	May-07
	TOTAL

	PROTESIS  ORTOPEDIA Y TRAUMATOLOGÍA
	375
	36439
	42152
	18113
	97079

	ELEMENTOS QUIRÚRGICOS
TRAUMATOLOGÍA
	181
	21021
	28302
	12573
	62077

	PROTESIS CARDIOLOGIA Y CIRUGIA GENERAL
	
	6064
	11237
	400
	17701

	ELEMENTOS QUIRÚRGICOS CIRUGÍA GENERAL
	
	2040
	1841
	900
	4781

	LENTES INTRAOCULARES
	
	54484
	2520
	23160
	80164

	AUDIFONOS
	13200
	14760
	22501
	4000
	54461

	ELEMENTOS DE AYUDA EXTERNA (ORTESIS)
	
	10181
	17722
	3458
	31361

	MESES ALQUILER EQUIPOS DE OXIGENOTERAPIA
	
	12393
	49167
	14962
	

	M3. OXIGENO
	
	32355
	247488
	50085
	

	MODULOS MENSUALES DE OSTOMIA CON DISTRIBUCIÓN DOMICILIARIA
	
	
	132000
	
	132000

	MARCAPASOS
	1964
	5560
	6280
	1832
	23777

	VACUNAS ANTIGRIPALES CON DISTRIBUCIÓN
	
	900000
	1240000
	1000000
	3140000

	CARDIODESFIBRILADORES IMPLANTABLES
	184
	252
	
	77
	628

	SILLAS DE RUEDAS COMUNES
	8500
	4188
	5378
	
	18066

	SILLAS DE RUEDAS A MEDIDA
	252
	183
	191
	83
	1112

	CAMAS ORTOPÉDICAS
	2775
	
	500
	
	3275


Cuadro 5 - Principales Contrataciones de Bienes y Servicios Operativos
Periodo julio 03-mayo 2007
	OBJETO
	COMPRAS Y CONTRATACIONES

	EQUIPAMIENTO INFORMATICO
	Sistema Nacional de transmisión de datos 

2 Servidores Centrales
730 Computadoras personales
369 Impresoras Laser

Licencias antivirus 

Software para bases de datos

	SERVICIO DE ATENCIÓN DOMICILIARIA
	28 Ambulancias
20 Vehículos utilitarios

Sistema de comunicaciones

Ropa para el personal

	SEGUROS
	Seguros patrimoniales 
Aseguradora de Riesgos de Trabajo (primera contratación)

	POLICLINICOS PAMI I Y II
	Servicio de comida
Servicio de lavandería

Servicio de vigilancia

Provisión de medicamentos y material descartable

Provisión de gases medicinales

Provisión de insumos para laboratorio

2 Ecógrafos

Equipamiento para unidades de terapia intensiva y coronaria

Equipamientos para servicios de patología y urología y fisiatría

Equipamiento para laboratorio

2 Equipos de rayos X para quirófano

	CAMBIO IMAGEN INSTITUCIONAL
	Obras de reparación de edificios agencias Capital Federal y Gran Buenos Aires
Mobiliario y señaléctica agencias Capital Federal y Gran Buenos Aires
Obras para efuncionalización edificios PAMI ESCUCHA, U.G.L. Entre Ríos, U.G.L. Morón, U.G.L. Azul y U.G.L. La Plata 

Alquiler de call-center para PAMI ESCUCHA durante las obras.


Cuadro 6 – Ahorros por provisión de prótesis y elementos para cirugía
	CONTRATO
	PERÍODO
	MESES
	GASTO TOTAL

$
	GASTO MENSUAL

$

	CAPITADO
	NOV. 2002-NOV. 2004
	24
	85.482.638,60
	3.561.776,61

	PAGO POR INSUMO
	DIC. 2004

MAYO 2007
	30
	87.086.686,67
	2.902.889,56

	AHORROS
	MENSUAL
	658887,05

	
	ANUAL
	7906644,63

	
	PORCENTUAL
	18,50


En el contrato capitado se cobra independientemente de la utilización de los insumos, había un atraso muy importante en la provisión de lentes intraoculares.

Las órdenes de compra del contrato capitado fueron por $100.567.810,12, la contratista realizó un descuento del 15%. Los contratos de pago por insumo utilizado incluyeron más insumos para cirugía traumatológica, cardiológica y general y lentes intraoculares plegables.  
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Rafael C. Minsky, Ingeniero Civil (UBA 1967) con título de posgrado en Ingeniería Sanitaria. Desde 1969 hasta 1986 se desempeñó en la Dirección Nacional de Saneamiento Ambiental del Ministerio de Salud, que condujo. En 1986 ingresó al II PROFAG, egresando en 1988 como Administrador Gubernamental. En tal carácter cumplió funciones en distintos organismos públicos. Desde julio de 2003 a mayo de 2007 fue Subgerente de Compras y Contrataciones del INSSJP. Dicta las cátedras de Análisis y Diagnóstico Organizacional y Planeamiento y Gestión del Territorio para la Licenciatura en Administración Pública de la U.N. de Tres de Febrero.


Jorge E. Estevez, Contador (UNT 1985). Se desempeñó en importantes empresas privadas de su provincia, Tucumán, como estudiante y profesional. En 1988 ingresó al III PROFAG, egresando en 1990 como Administrador Gubernamental. En tal carácter cumplió funciones en distintos organismos públicos. Desde noviembre de 2003 hasta mayo de 2007 fue asesor del Subgerente de Compras y Contrataciones del INSSJP. 
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